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Sentencia número 139-2010. Tribunal Aduanero Nacional. San José a las nueve horas con cincuenta y cinco minutos del treinta de julio de dos mil diez.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación interpuesto por el señor XXXX en su condición de representante legal de XXXX, contra la resolución RES-AL-DN-XXXX-2010 del XXXX de la Aduana de Limón. 
RESULTANDO

I. La Aduana de Limón con resolución RES-AL-DN-XXXX-2010 del XXXX dicta el acto de apertura de un procedimiento sancionatorio contra el transportista aduanero XXXX, auxiliar de la función pública aduanera en la modalidad de transportista marítimo, al estimar que eventualmente es acreedor a una multa de quinientos pesos centroamericanos por la presunta transgresión del artículo 236 inciso 10 de la Ley General de Aduanas, sanción que según el tipo de cambio vigente corresponde a la suma de ¢279.955,00, al considerar la Administración que el transportista aduanero transmitió en forma errónea e incompleta los datos sobre las unidades de transporte del manifiesto número XXXX, del Vapor XXXX de fecha XXXX, pues se transmitió la numeración de los contenedores sin separar por un guión el prefijo alfabético de cuatro letras, la parte numérica de seis dígitos y el dígito verificador, según lo establecido en el Manual de Procedimientos TIC@, Resolución 203-2005 del 22 de junio de 2005  y la Circular DGT-153-2007 del 06 de noviembre de 2007. El acto inicial le es notificado al auxiliar de la función pública el día 11 de enero de 2010. (Ver folios 38 a 44)
II. A través de escrito con fecha de recibido el 12 de febrero de 2010, el señor XXXX en su condición de representante legal de la del Transportista Aduanero XXXX, presenta documento que denomina “recurso de apelación” en contra del acto inicial, resolución RES-AL-DN-XXXX-2010 supra citada, manifestando que la sanción no aplica. (Ver folio 45)
III. Mediante escrito recibido en fecha 17 de febrero de 2010, el señor XXXX en representación de XXXX, rechaza el traslado de cargos, con base en las siguientes consideraciones: (Ver folios 46 y 47)
· Ninguno de los artículos en los que funda la Aduana su pretensión sancionadora, hacen referencia a la numeración que debe transmitirse. El artículo 42 inciso g) de la Ley General de Aduanas obliga a transmitir los datos relativos a las mercancías transportadas y no los datos de la documentación a que se asocian para efectos de registro, resultando inaplicable según la teoría de la tipicidad.
· La Circular DGT-153-2007, de conformidad con el artículo 122 de la Ley General de la Administración Pública no tiene valor a lo externo del servicio público, y los siguientes artículos redundan en calificar de nulidad absoluta cualquier aplicación que cause perjuicio, por lo que la disposición 1.2.4 de dicha Directriz, si bien puede calificarse como inobservancia para efectos informáticos, no tiene efecto sancionador.
· La Aduana señala que no se transmitió el guión, pero no determina en cual separación de grupo no fue transmitido, a su vez manifiesta una falla en el control aduanero, pero no determina cuál control aduanero falló con ocasión del ingreso de las mercancías y contenedores, por lo que no hay relación de causalidad.

· Considera aplicable el artículo 231 de la Ley General de Aduanas, al razonar que el no poner un guión es un típico error material, comparable con los señalados por el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública. Además la norma no se refiere al control fiscal sino a la incidencia fiscal, la cual no destaca o determina la Aduana, en consecuencia no existe algún evento fiscal o tributario, por lo que es plenamente aplicable la eximente de responsabilidad.

· Solicita se admitan las argumentaciones técnicas y se ordene el archivo de las actuaciones.
IV. Mediante resolución RES-AL-DN-XXXX-2010 del XXXX, la Aduana de Limón dicta el acto final del procedimiento, rechazando los argumentos planteados por el recurrente, e imponiéndole al transportista marítimo XXXX una multa de 500 pesos centroamericanos, que en razón del tipo de cambio vigente al momento de cometerse la infracción asciende a la suma de ¢279.955,00, al considerar que cometió la infracción estipulada en el artículo 236 inciso 10) de la Ley General de Aduanas, por transmitir de forma errónea e incompleta la información referente a las unidades de transporte del manifiesto número XXXX, del Vapor XXXX, de fecha XXXX, pues se trasmitió la numeración de los contenedores sin separar por un guión el prefijo alfabético de cuatro letras, así como la parte numérica de seis dígitos y el dígito verificador. Dicha resolución fue notificada al interesado el 17 de mayo de 2010. (Ver folios 48 a 58)
V. Con escrito recibido en fecha 09 de junio de 2010, el representante del transportista marítimo XXXX interpone los recursos de reconsideración y apelación en subsidio en contra del acto final indicado, manifestando lo siguiente: (Ver folios 59 a 62)
· Todas las observaciones de la Aduana de Limón, sobre la improcedencia de las causales eximentes de responsabilidad del artículo 231 de la Ley 7557, son contrarias al principio de legalidad y responsabilidad estatal. Tales argumentos aunque no son correctos, serían aplicables antes de la reforma operada en la Ley General de Aduanas a partir de marzo de 2004, ya que la reforma pretende eliminar el costo operativo que representan las sanciones a las conductas de intrascendente importancia, siendo que un proceso como el que se ventila es más oneroso que la multa que se pretende. 
· El control aduanero “violado” no aparece descrito ni anotado en el acto final, sino que redunda en un concepto genérico, incumpliendo con la obligada intimación, como elemento del debido proceso.

· El literal H del artículo 30 de la Ley 7557, se refiere a resoluciones administrativas, que son actos administrativos, no a circulares que de acuerdo a la legislación administrativa no tienen validez ante sujetos extraños a la organización administrativa; en general ninguno de los literales del citado artículo permiten al Servicio Aduanero “legislar” por medio de circulares. Considera que de esta forma, se cumplió a cabalidad con el requisito indicado por el artículo 219 del Reglamento a la Ley General de Aduanas, siendo que el guión es un aspecto que no aparece en el Reglamento, lugar obligado por nuestro sistema jurídico referente al poder reglamentario.
· Que corroborada la Sentencia 338-2004 del Tribunal Aduanero Nacional, considera que se trata de una Sentencia y no de jurisprudencia, siendo claro que el Tribunal ha considerado las eximentes de responsabilidad y a la fecha no hace tales argumentaciones. Manifiesta al respecto, que la reforma introduce conceptos como “sin incidencia fiscal” o “que causen perjuicio fiscal”, y con el mismo objetivo se reforma el artículo 231 de la Ley General de Aduanas, que elimina la responsabilidad en casos de errores materiales y de hecho, los cuales considera que son criterios jurídicos que se cometen independientemente de si es un DUA, una transmisión, un documento o un evento fáctico. La Ley General de Aduanas no distingue, ni clasifica, ni limita cada eximente, por lo que mal haría el Tribunal en distinguir donde la Ley no lo hace, sobre todo tratándose de procedimiento sancionatorios.
· A manera de conclusión, argumenta que poner los guiones no es una obligación indicada por el Reglamento a la Ley General de Aduanas, y que aún admitiendo dicha obligación, la misma debe ser considerada como un error material sin incidencia fiscal, y la Aduana no ha demostrado lo contrario.

· Solicita sea reconsiderada la multa impuesta.

VI. Con resolución RES-AL-DN-XXXX-2010 del XXXX, la Aduana de Limón, declara inadmisible el recurso de reconsideración por extemporáneo y  emplaza al interesado para que dentro del plazo de diez días se apersone ante esta Sede a reiterar o ampliar sus argumentos de defensa. (Ver folios 63 a 71)
VII. Que no consta en expediente que el interesado se haya apersonado a reiterar o ampliar sus alegaciones.
VIII. En la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones de ley.

Redacta la Licenciada Loretta Rodríguez Muñoz; y,

Considerando:

I- Objeto de la litis. La presente litis trata de un procedimiento sancionatorio iniciado por la Aduana de Limón contra el transportista aduanero XXXX, auxiliar de la función pública aduanera en la modalidad de transportista marítimo, al considerar que es acreedor a la sanción prevista en el artículo 236 inciso 10 de la Ley General de Aduanas (en adelante LGA), consistente en una multa de quinientos pesos centroamericanos, correspondiendo según el tipo de cambio vigente a la suma de ¢279.955,00, al estimar la administración que el transportista transmitió en forma errónea e incompleta los datos sobre las unidades de transporte del manifiesto número XXXX, del Vapor XXXX de fecha XXXX, pues se transmitió la numeración de los contenedores sin separar por un guión el prefijo alfabético de cuatro letras, la parte numérica de seis dígitos y el dígito verificador, según lo establecido en el Manual de Procedimientos TIC@ resolución 203-2005 del 22 de junio de 2005  y la Circular DGT-153-2007 del 06 de noviembre de 2007.
II- Admisibilidad del recurso de apelación: Que previo a cualquier otra consideración, se avoca este órgano al estudio de la admisibilidad del presente recurso de apelación.  En tal sentido dispone el artículo 198 de la LGA que contra el acto final dictado por la aduana competente, caben los recursos de reconsideración y apelación para ante el Tribunal Aduanero Nacional, siendo potestativo usar ambos recursos ordinarios o sólo uno de ellos, los cuales deben interponerse dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto impugnado, condicionando la admisibilidad a dos requisitos procesales, uno de ellos en cuanto al tiempo que dispone el interesado para interponerlo y además el relativo a la capacidad procesal de las partes que intervienen en expediente. En el caso bajo estudio el proceso sancionatorio se dirige directamente contra el auxiliar de la función pública aduanera, transportista marítimo aduanero XXXX, siendo ésta la persona jurídica legitimada para recurrir por ser la afectada con el procedimiento; en este sentido, dicho auxiliar ha estado representado en autos por el señor XXXX, quien se encuentra acreditado como su representante legal (ver folio 78), cumpliéndose en la especie con el presupuesto procesal de legitimación. En relación con el plazo de interposición del recurso, consta en expediente que el acto que impone la multa se notificó a la afectada el 17 de mayo de 2010 (ver folio 58), mientras que el recurso se interpuso el 09 de junio de 2010 (ver folio 59), habiendo transcurrido el plazo de los tres días hábiles establecidos al efecto. 
A pesar de la presentación extemporánea del recurso de marras, considera este Órgano de alzada que el mismo fue presentado cumpliendo los presupuestos del artículo 175 de la Ley General de la Administración Pública, el cual expresamente señala:

“El administrado podrá impugnar el acto absolutamente nulo, en la vía administrativa o la judicial, en el plazo de un año contado  a partir del día siguiente a su comunicación.  Tratándose de actos de efectos continuados, el plazo se computará a partir del cese de sus efectos. (Así reformado por el artículo 200, inciso 7) de la Ley N° 8508 de 28 de abril de 2006, Código Procesal Contencioso-Administrativo).” (El resaltado no es del original)
Se cumple en la especie con el plazo de un año que indica el numeral transcrito, además de encontrarnos en presencia de una nulidad absoluta en la tramitación del presente procedimiento sancionatorio, que obliga al Tribunal a declarar la nulidad de todo lo actuado en expediente desde el acto inicial inclusive, en razón de los vicios que se analizarán posteriormente. De esta forma, considera este Tribunal que aún y cuando se incurre en un retraso a la hora de presentar el recurso ordinario de apelación que regula la materia aduanera, al tratarse de un acto absolutamente nulo tal y como se desarrollará en la presente sentencia, no se aplican al respecto los plazos normales de caducidad, cuestión que obliga a tener por presentado el recurso dentro del plazo legalmente establecido, como lo ha considerado en forma reiterada este Tribunal
.
Consecuentemente tiene este Tribunal presentado en tiempo y en forma el recurso interpuesto en autos, por lo que procede a admitirlo. 
III- Hechos Probados: A efecto de dilucidar sobre la sanción impuesta por la Administración Aduanera al auxiliar de la función pública, transportista marítimo XXXX y para lo que interesa, se tiene debidamente demostrado en expediente:
1- Que el transportista marítimo XXXX, efectuó la transmisión por medio del sistema de Tecnología de Información para el Control Aduanero (en adelante TIC@), de 92 unidades de transporte correspondientes al manifiesto número XXXX, siendo que el código de identificación de los contenedores que transportaba se transmitió sin separar mediante “guiones” el prefijo alfabético de cuatro letras, la parte número de seis dígitos, así como el dígito verificador. (Ver folios 73 a 76)
2- Que el Departamento de Depósito de la Aduana de Limón, pone en conocimiento del Departamento Normativo de dicha Aduana, el listado del manifiesto XXXX, para que se ejecuten los procedimientos sancionatorios correspondientes. (Ver folio 1) 
3- Que el procedimiento sancionatorio objeto de la presente controversia se inicia contra el transportista marítimo XXXX, al tener por probado la Aduana de Limón que transmitió de forma errónea e incompleta las unidades de transporte del manifiesto XXXX, del Vapor XXXX de fecha XXXX, pues se transmitió la numeración de los contenedores sin separar por un guión, siendo lo correcto transmitir el prefijo alfabético de cuatro letras separado por un guión, lo mismo que la parte numérica y el dígito verificador, según lo establecido en el Manual de Procedimientos TIC@ resolución 203-2005 del 22 de junio de 2005  y la Circular DGT-153-2007 del 06 de noviembre de 2007, imponiéndole en el acto final una multa equivalente a 500 pesos centroamericanos, al determinar la Autoridad Aduanera que se cometió la infracción administrativa regulada en el artículo 236 inciso 10) de la LGA. (Ver folios 38 a 43 y 48 a 57) 
IV- Sobre los argumentos planteados.  La discusión de este recurso se basa en el hecho demostrado en expediente que dio origen a la sanción interpuesta, cual es que el auxiliar de la función pública XXXX, efectuó la transmisión por medio del sistema TIC@, de 92 unidades de transporte correspondientes al manifiesto número XXXX, sin separar mediante “guiones” el código de identificación de los contenedores que transportaba, específicamente el prefijo alfabético de cuatro letras, la parte numérica de seis dígitos, así como el dígito verificador. Así como las nulidades alegadas por el recurrente, en cuanto cuestiona en primer término la naturaleza de la Circular 153-2007 del 06 de noviembre de 2007 dentro del Ordenamiento Jurídico aduanero, la existencia de un error material y por consiguiente de una causal eximente de responsabilidad y la omisión por parte de la Administración para demostrar la efectiva violación al control aduanero. 
Considera este Tribunal que el procedimiento de marras se encuentra viciado desde su inicio por razones de falta de tipicidad de la conducta que se pretende sancionar; con base en tal consideración, de seguido se analizan los aspectos procedentes con el fin de determinar los elementos que efectivamente vician el presente procedimiento, sin tomar en consideración los argumentos de descargo que van más allá del análisis de tipicidad de la conducta, por resultar los mismos innecesarios en razón precisamente de la nulidad indicada, todo ello no sin antes analizar la naturaleza de la denominada “Circular DGT-153-2007” del 06 de noviembre de 2007, en aras de esclarecer parte de los alegatos esbozados por XXXX que sirven a su vez para desarrollar el vicio de que adolece el asunto que nos ocupa.
· Los actos jurídicos externos de la Administración  
Alega el recurrente en relación a la Circular DGT-153-2007 del 06 de noviembre de 2007, que de conformidad con el artículo 122 de la Ley General de la Administración Pública, las circulares no tienen valor a lo externo del servicio público, calificando de nulidad absoluta cualquier aplicación que cause perjuicio, siendo que dicha directriz no alcanza a tener un efecto sancionador. En este mismo sentido, al interponer el recurso que en este acto se conoce, se señala que el literal H del artículo 30 de la Ley 7557 se refiere a resoluciones administrativas y no a circulares, siendo que ninguno de los literales del artículo citado facultan al Servicio Aduanero a “legislar” por medio de circulares.
No lleva razón el recurrente en sus apreciaciones sobre la naturaleza jurídica de la denominada Circular DGT-153-2007 del 06 de noviembre de 2007, a la cual se le asignó como asunto: “Intercambio de información Navieras- Autoridades Portuarias”. Primeramente, debe tenerse claro que las circulares administrativas, de conformidad con el artículo 120 de la Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP)
, a contrario de lo expuesto por el recurrente, sí corresponden a actos administrativos, ubicándose en este sentido como actos internos, pudiendo las mismas ser de alcance concreto o general según el sujeto al cual se encuentren dirigidas, siendo estas resultado de la llamada “potestad de jerarquía” que ostenta la Administración, caracterizadas doctrinariamente como:
“La más antigua de las técnicas seguidas en toda organización y, por ello, también, en la organización administrativa para reducir a unidad la multiplicidad de órganos en que se descompone es la de establecer una ordenación de todos ellos en virtud de la cual, a través de una serie de relaciones de subordinación, e, inversamente, de supremacía, se hallan sometidos a quien se encuentra en la cúspide de la organización de que se trate. A este ordenación se le denomina jerárquica, y como consecuencia de ella los órganos superiores disponen de la facultad de dirigir, inspeccionar y ordenar la conducta de los inferiores.”

Dentro de nuestro Ordenamiento Jurídico, tal potestad se encuentra regulada en los artículos 102 y 103 de la LGAP, siendo que con base en la misma se da la posibilidad de impartir órdenes particulares o dictar circulares, sobre el modo en que se debe ejercer la función pública, tomando en cuenta criterios de oportunidad y de legalidad.
 De esta forma, por medio de las circulares administrativas, se busca disminuir el ámbito de discrecionalidad en la toma de decisiones dentro de la Administración; en este mismo sentido y como fiel reflejo de la relevancia que las circulares guardan para el ejercicio de la función pública, se ha interpretado que las mismas son fuente del Ordenamiento Jurídico Administrativo y que su ámbito de acción puede llegar a obligar a sujetos que se encuentren no solo en una relación de jerárquica, sino también en una relación de sujeción especial respecto a la Administración: 
“…aún cuando las ´circulares´ no se encuentran de manera expresa incluidas dentro de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo (artículo 6 LGAP) es una de ellas, con la aclaración de que la aplicación de este tipo de normas está circunscrita al ámbito interno, de tal suerte que el destinatario de las mismas solo será el subordinado jerárquico o quien se encuentre en relación de sujeción especial, … . En efecto, las circulares han sido concebidas para producir efectos a lo interno de la administración, en tanto provienen de la potestad de mando y fiscalización del jerarca. Se producen dentro del marco de una relación de supremacía especial, merced a la cual existen una serie de potestades implícitas que permiten regular el desenvolvimiento de una especial y concreta relación jurídica...” (El resaltado no es del original)

Así, las circulares son actos administrativos emitidos por los órganos de la Administración Pública, que generalmente expresan órdenes o instrucciones destinadas a guiar o determinar las actuaciones de los funcionarios o de personas que se encuentran en una especial relación de sujeción con la Administración, constituyendo para los mismos un mandato de obligatorio cumplimiento en el ejercicio de sus funciones. 
De acuerdo a las particulares características de las circulares administrativas, y aún y cuando como se indicará más adelante esta no es la naturaleza  del documento bajo análisis a pesar de ser denominada como tal, merece la pena dejar establecido que las mismas resultan oponibles a los auxiliares de la función pública, y por ende a los transportistas aduaneros. En este sentido, los auxiliares de la función pública aduanera son las personas físicas o jurídicas, ya sea públicas o privadas, que participan habitualmente ante el Servicio Nacional de Aduanas, según lo conceptualiza el artículo 11 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano (en adelante CAUCA) y el numeral 28 de la LGA. De esta forma, y atendiendo al asunto de marras, en el caso de los transportistas aduaneros como auxiliares de la función pública, según establece el artículo 40 de la LGA, los mismos llevan a cabo una labor de coadyuvancia con los órganos de la Administración en la gestión pública aduanera, condición que les ha sido delegada por parte del Estado, previo cumplimiento de una serie de requisitos
, en aras de proporcionar a los administrados una atención más técnica y especializada.
En razón de tales características, es que surge una relación especial que liga al transportista aduanero, auxiliar de la función pública, con la Administración Aduanera, en este caso específicamente con el Servicio Nacional de Aduanas, colocándolos en una correspondencia de especial fuerza, categorizada dentro de las relaciones de sujeción especial señaladas por el artículo 14 de la Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP); de esta forma, la Sala Constitucional ha reconocido expresamente el carácter de “Munera Pubblica” a los transportistas aduaneros:
“III.- CARÁCTER DE MUNERA PUBBLICA DEL TRANSPORTISTA O AGENTE NAVIERO.  En el Derecho Administrativo se denomina "munera pubblica” al sujeto privado que ejerce, permanente o transitoriamente, funciones o competencias públicas cuando han sido previamente habilitados legal o contractualmente convirtiéndose en vicarios de la respectiva administración pública. El munera pubblica a diferencia del funcionario público actúa a nombre y por cuenta propia o de terceros y no de la Administración Pública que auxilia. La Ley General de Aduanas establece en su Título III que son munera pubblica o auxiliares de la función pública aduanera "…las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que habitualmente efectúan operaciones de carácter aduanero, en nombre propio o en representación de terceros ante el Servicio Nacional de Aduanas”. El munera pubblico está sujeto a una relación de sujeción o subordinación especial por lo que tiene una serie de obligaciones y deberes que debe cumplir y observar a cabalidad. En este sentido, el numeral 30 de la Ley General de Aduanas le establece un elenco de obligaciones básicas, entre las que destacan, para el caso concreto, la de "d) Efectuar las operaciones aduaneras por los medios y procedimientos establecidos, de acuerdo con el régimen aduanero correspondiente" y h) Cumplir con las demás obligaciones que les fijan esta ley y sus reglamentos y con las disposiciones que establezca la autoridad aduanera mediante resolución administrativa o convenio". El capítulo III del Título III de la Ley General de Aduanas está referido al auxiliar de la función pública denominado "Transportista Aduanero", siendo que el numeral 40 los conceptúa como las "…personas, físicas o jurídicas… autorizados por la Dirección General de Aduanas. Se encargan de las operaciones y los trámites aduaneros relacionados con la presentación del vehículo, la unidad de transporte y sus cargas ante el Servicio Nacional de Aduanas, a fin de gestionar en la aduana de ingreso, el arribo, el tránsito, la permanencia o la salida de mercancías"…Bajo esta inteligencia, el ordenamiento infraconstitucional compele a los transportistas, en tanto auxiliares de la función pública aduanera, a cumplir con una serie de obligaciones cuyo contenido y alcances no pueden ser desconocidos u obviados por éstos. El párrafo segundo del artículo 140 de la Ley General de Aduanas, consecuentemente, prevé una sanción pecuniaria o multa para hipótesis en que el transportista aduanero infrinja la obligación que le imponen los artículos 30, incisos d) y h), 42, inciso e) y 43 de ese cuerpo normativo….”(El resaltado no es del original)

Tal y como se señala, como parte del régimen de obligaciones al que se encuentran sometidos los auxiliares de la función pública y a efectos del asunto que nos ocupa, el artículo 30 inciso h) de la LGA establece expresamente como obligación el cumplir con las obligaciones fijadas por ley y sus reglamentos, así como con las disposiciones que establezca la autoridad aduanera, mediante resolución administrativa o convenio, obligación que a su vez es reiterada por el artículo 98 del Reglamento a la Ley General de Aduanas (en adelante RLGA), que dispone el acatamiento obligatorio por parte de los auxiliares, de las disposiciones giradas por las autoridades respectivas.
Resulta claro que las circulares emitidas por el Servicio Nacional de Aduanas, como actos administrativos internos, según se estableció líneas atrás y dada la obligación específica señalada, son de acatamiento obligatorio para los auxiliares de la función pública, siendo que dichos actos se producen dentro del marco de una relación de sujeción especial, en razón de la cual existen una serie de  potestades implícitas que permiten regular la ejecución de la función pública delegada en dichos auxiliares. 
A pesar de lo expuesto, este Tribunal considera que el documento designado como “Circular” DGT-153-2007 del 06 de noviembre de 2007, independientemente de su denominación no constituye en su esencia y naturaleza jurídica un acto interno de la Administración, sino que se trata de un acto externo de la misma y por ende de acatamiento obligatorio, de acuerdo a las características que de seguido se señalan.
Nótese que el acto bajo análisis, se encuentra dirigido a Transportistas Navieros, Autoridades Portuarias y Aeroportuarias, Agencias y Agentes de Aduanas Directores, Jefes de Departamento, Gerentes y Subgerentes de Aduana, Funcionarios Aduaneros, y al Servicio Nacional de Aduanas en general, situación que identifica la LGAP como característica de un acto externo:

Artículo 120

“Para los efectos de clasificación y valor, los actos de la Administración se clasifican en externos e internos, según que vayan destinados o no al administrado (…)”
Este acto se emite con el objetivo de optimizar la prestación de la función pública, específicamente en el intercambio de información entre las navieras y las Autoridades Portuarias. Además, el citado documento dispone como fin: mejorar el intercambio de información generada desde los manifiestos de carga marítimos en el Sistema TICA, así como lo relacionado con la transmisión de la información de los contenedores que se indican en los mismos,  por lo tanto, el propósito del mismo es orientar los lineamientos bajo los cuales se llevarán a cabo las obligaciones dispuestas por el Manual de Procedimientos Aduaneros, resolución número 203-2005 del 22 de junio de 2005, en el Capítulo II del Procedimiento Común, Apartado II De la Transmisión del Manifiesto de Carga o Declaración de Tránsito Internacional, inciso a), de las Actuaciones del Transportista Internacional y Consolidador de Carga, que regulan la transmisión electrónica de datos y documentos referidos a las mercancías transportadas, aspectos que son desplegados en el contenido del documento.
Finalmente, se encuentra el hecho de que aún y cuando según el artículo 125 párrafo 1 de la LGAP, las circulares adquieren eficacia al ser expuestas en las vitrinas o murales del respectivo órgano o ente por un plazo mínimo de un mes e incluidas en un prontuario o repertorio de libre acceso para los funcionarios y administrados, la “Circular” DGT-153-2007 del 06 de noviembre de 2007 fue publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 227, del día 26 de noviembre de 2007, buscando la publicidad de tal acto y con ello su conocimiento por parte de la generalidad de los administrados para efectos de su acatamiento obligatorio, aspecto que es propio de los actos administrativos externos.
Todos estos aspectos permiten concluir que el contenido del documento indicado excede el ámbito administrativo interno propio de las circulares, configurándose como un acto externo de la Administración, específicamente una directriz emitida por la Dirección General de Aduanas, según el mandato expreso que la ley le otorga en el artículo 11 de la LGA, referente a su competencia sobre la dirección técnica y administrativa de las funciones aduaneras, la emisión de políticas y directrices para las actividades de las aduanas y dependencias a su cargo y el ejercicio de las atribuciones aduaneras; por lo que, independientemente de la denominación que se le otorgó al documento de marras, el mismo es a todas luces un acto externo de acatamiento obligatorio, por lo que el Transportista Aduanero recurrente XXXX no puede pretender obviar su carácter vinculante para el ejercicio de las funciones que la misma posee y que se encuentran dentro del ámbito desarrollado por dicha Directriz.
La Directriz de marras establece las formas por medio de las cuales deberán realizarse las transmisiones de los contenedores amparados a un manifiesto de carga marítimo, obligación que es establecida por medio de la resolución administrativa número 203-2005 del 22 de junio de 2005, denominada Manual de Procedimientos del TIC@, la cual a su vez viene a desarrollar las obligaciones específicas establecidas por el artículo 42 inciso g) de la LGA. De esta forma, contrario a las consideraciones del Transportista Aduanero recurrente, mediante dicha Directriz no se está “legislando” situación alguna, las exigencias mencionadas en el documento de marras no son innovadoras, sino apenas las formas concretas que la Administración consideró idóneos para hacer cumplir las disposiciones legales indicadas, existiendo por ende armonía entre la señalada “Directriz” y la ley. El aspecto que no resulta procedente, tal y como más adelante se desarrollará, es que con base en disposiciones generales como la caracterizada supra, la Administración Activa pretenda aplicar el régimen sancionador a conductas que no han sido debidamente tipificadas por ley, siendo este precisamente el vicio de que adolece lo actuado en autos y en razón del cual la conducta imputada al recurrente no se adecua al tipo legal contenido en el artículo 236 inciso 10) de la LGA, no existiendo por lo tanto fundamento para la aplicación de la sanción de marras.
De esta forma, se rechazan por improcedentes los argumentos del Transportista Aduanero XXXX, en cuanto pretenden la desaplicación de la “Circular” de marras, lo anterior sin perjuicio de lo que se dirá cuando se analice el problema de tipicidad que se presenta en el caso que nos ocupa. 
· Análisis sobre el Sistema Sancionatorio Administrativo
Antes de realizar el examen sobre el tipo legal que se pretende imponer en autos, y en aras de esclarecer el fundamento de la nulidad que este Tribunal aprecia, resulta imperioso hacer una breve referencia a la naturaleza jurídica del Sistema Sancionatorio Administrativo, con el fin de determinar bajo qué circunstancias es viable su ejecución y de esta forma comprender el abuso que comete la Aduana de Limón de la potestad sancionadora otorgada a la Administración, en razón de la cual se genera el vicio de que adolece el presente procedimiento y que será desarrollado con posterioridad, al momento de analizar la norma infraccional de marras. 
Dentro de la Administración, el Derecho Sancionador tiene como finalidad mantener el orden del sistema y reprimir por medios coactivos aquellas conductas contrarias al Ordenamiento positivo; este poder sancionador es aquel en virtud del cual “pueden imponerse sanciones a quienes incurran en la inobservancia de las acciones u omisiones que le son impuestas por el ordenamiento normativo administrativo, o el que sea aplicable por la Administración Pública en cada caso”
 De esta forma, las sanciones administrativas son expresión de un legítimo poder jurídico, el cual se encuentra destinado a velar por el interés general, específicamente el garantizar el mantenimiento del propio orden jurídico-administrativo. Este poder, al cual se le conoce como “potestad sancionadora de la Administración”, es una manifestación del ius puniendi del Estado, en razón de la cual se justifica la acción represora
 en la esfera de los derechos de los administrados, con base en el interés común que se pretende proteger. Así, a la Administración se le atribuye dicha potestad con el fin de mantener el orden público y asegurar el cumplimiento de determinadas relaciones y disposiciones, aspectos que se encuentran ligados al criterio de eficiencia de la administración: 
“De lo anterior derivan dos elementos que componen la potestad sancionadora: a) la actividad limitadora de la Administración y, b) el mantenimiento de un determinado orden (Ver CARRETERO PEREZ (Adolfo) y CARRETERO SANCHEZ (Adolfo). Derecho Administrativo Sancionador, Madrid, Editoriales de Derecho reunidas (EDERSA), 2da. Edición, 1995, p.79). En lo que al primer elemento se refiere, debemos recordar que la libertad jurídica no es absoluta, sino relativa, condicionada, pues siendo el Estado quien la reconoce al traducirla en derechos subjetivos, también puede intervenir sobre ella, configurándola por medio de normas. En cuanto al segundo, es indudable que el fin al que tiende esa actividad limitadora es la defensa directa e inmediata del orden jurídico, entendido como una situación objetiva definida por las normas que otorgan derechos e imponen deberes a los particulares.” (El resaltado no es del original)
 
Tenemos que la potestad sancionadora administrativa puede manifestarse ya sea sobre relaciones de sujeción especial o de sujeción general. Respecto de las primeras, tal y como líneas atrás se adelantó, del Ordenamiento Jurídico derivan una serie de obligaciones específicas para determinados sujetos, que se encuentran en una relación jurídica preestablecida con la Administración, tal y cual es la situación de los auxiliares de la función pública Transportistas Aduaneros, condición que ostenta el Transportista Aduanero recurrente; por el contrario, existen deberes que pesan sobre todos los administrados sin que de por medio exista una relación previa y específica con la Administración; aún así, sobre ambas relaciones se extiende el campo de acción de la potestad sancionadora, siendo que en el caso de ésta última se ejerce por violación al orden público general, mientras que en el caso de la primera se presenta por haberse infringido una responsabilidad concreta respecto de la Administración.

De esta forma, es en ejercicio de esta potestad que la Administración puede imponer sanciones a los administrados por las transgresiones que del ordenamiento jurídico éstos cometan, pero únicamente cuando previamente se encuentren tales conductas tipificadas como infracción a través de un tipo legal, aspecto que se retomará más adelante al analizar los principios que limitan el poder sancionatorio administrativo y que sirve de base precisamente para la fundamentación de la nulidad que se aprecia en autos. La conceptualización que se ha brindado por parte de la doctrina, de la sanción administrativa, secunda el fin represivo indicado supra, respecto a conductas que efectivamente violenten el orden jurídico-administrativo: 
“García de Enterría la ha definido como “un mal infringido por la Administración al administrado como consecuencia de una conducta ilegal”. A su vez, Bermejo Vera la ha calificado como: “una resolución administrativa de gravamen que disminuye o debilita –incluso elimina– algún espacio de la esfera jurídica de los particulares, bien porque se le priva de un derecho, bien porque se le impone un deber u obligación, siempre como consecuencia de la generación de una responsabilidad derivada de la actitud de los mismos”. Carretero Pérez y Carretero Sánchez se refieren a ella como “un mal jurídico que la Administración infringe a un administrado, responsable de una conducta reprensible antecedente”. Por su parte, para Suay Rincón la sanción administrativa es la “irrogación de un mal: la sanción administrativa es, como se sabe, un acto de gravamen, un acto, por tanto, que disminuye o debilita la esfera jurídica de los particulares, bien sea mediante la privación de un derecho (interdicción de una determinada actividad, sanción interdictiva), bien mediante la imposición de un deber antes inexistente (condena al pago de una suma de dinero: sanción pecuniaria)”. En opinión de Gamero Casado, la sanción administrativa consiste en “la privación, restricción o suspensión de determinados derechos o bienes jurídicos del sujeto responsable de la infracción, precisamente como reacción –castigo– a la comisión de la misma.”

Resulta evidente el fin punitivo que persigue la sanción administrativa, como expresión máxima de la potestad sancionadora estatal, siendo que de su concepto mismo se distinguen tres elementos que deben ser tomados en consideración: a) la carga o retribución negativa que se le impone al individuo al aplicarse la sanción, b) el gravamen impuesto debe necesariamente ser consecuencia de una conducta lesiva a un bien jurídico protegido, mismos que deben ser recogidos por una infracción administrativa previamente tipificada y c) el poder que ostentan las autoridades administrativas para imponer las sanciones, aspecto que ya se ha venido desarrollando, y que constituye precisamente la potestad sancionadora de la Administración. Para los efectos del presente asunto, la atención debe centrarse en el segundo de los elementos indicados: la necesidad de que exista un tipo legal que establezca la conducta lesiva. 
Por lo tanto, la imposición de una sanción administrativa será resultado de la transgresión de una norma previamente establecida y de la necesaria violación del bien jurídico protegido por la misma. De esta forma, la norma se considerará violada, y por lo tanto dicha acción será merecedora de una sanción, cuando se afecte o ponga en peligro el bien jurídico que la misma protege, configurándose éste en una especie de guía de interpretación; de este modo, y en el ámbito del Derecho Administrativo, para establecer si la conducta concreta ocurrida tiene significación jurídica-sancionatoria es necesario valorarla bajo una interpretación teleológica, constituyéndose el bien jurídico como un límite al poder punitivo Administrativo.

Este límite al poder punitivo del Estado, es conocido como Principio de Ofensividad o Lesividad, con base en el cual, la afectación (peligro o lesión) de un bien jurídico debe ser condición necesaria, aunque no suficiente para justificar su represión como infracción administrativa. La Sala Constitucional ha reconocido expresamente esta función delimitadora de los bienes jurídicos.

Así, se justificará la puesta en marcha del engranaje que constituye la potestad sancionadora de la Administración cuando se verifiquen los elementos fácticos y normativos que justifiquen dicho accionar, en relación con el tipo infraccional establecido por el ordenamiento, situación que como se analizará de seguido, no se cumple en relación a la imposición de la sanción de marras.
· Sobre el tipo legal aplicado
En el Derecho Administrativo Sancionador se ha reconocido la aplicación de los principios que conforman el Derecho Penal, bajo un efecto “mutatis mutandi”, sea con los matices requeridos, en razón de las diferencias existentes entre cada una de dichas ramas jurídicas. Así, el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración está configurada y limitada por principios propios del Derecho Penal, tal y como lo ha reconocido nuestro respetado Tribunal Constitucional:

“Como reiteradamente ya ha señalado esta Sala, al menos a nivel de principios, no puede desconocerse una tendencia asimilativa de las sanciones administrativa (sic) a las penales, como una defensa frente a la tendencia de liberar -en sede administrativa –al poder punitivo del Estado de las garantías propias del sistema penal. Siendo innegable que las sanciones administrativas ostentan naturaleza punitiva, resulta de obligada observancia, al menos en sus líneas fundamentales, el esquema de garantías procesales y de defensa que nutre el principio del debido proceso, asentado principalmente en el artículo 39 de la Constitución Política, pero que a su vez se acompaña de las garantías que ofrecen los artículos 35, 36, 37, 38, 40 y 42 también constitucionales. Así, ya esta Sala ha señalado que todas esas normas jurídicas, derivadas de la Constitución Política como modelo ideológico, persiguen ni más ni menos que la realización del fin fundamental de justicia que es el mayor de los principios que tutela un Estado de Derecho, en la que se incluyen reglas –principios generales- que tienen plena vigencia y aplicabilidad a los procedimientos administrativos de todo órgano de la Administración, se reitera, pues, los principios que de ella se extraen son de estricto acatamiento por las autoridades encargadas de realizar cualquier procedimiento administrativo que tenga por objeto o produzca un resultado sancionador. (…) 
… la tendencia inequívoca de este Tribunal ha sido pronunciarse a favor de la aplicación, aunque ciertamente con variaciones, de los principios rectores del orden penal al derecho administrativo sancionador, de manera que resultan de aplicación a las infracciones administrativas mutatis mutandis los principios de legalidad, tipicidad y culpabilidad propios de los delitos" 

Como parte de estos principios delimitadores, se encuentran la legalidad y tipicidad, entre otros. El principio de legalidad se convierte en la reserva absoluta de ley, que somete la actuación de la Administración dentro del orden jurídico, constituyendo infracciones y sanciones administrativas solamente las previstas como tales en una norma con rango de Ley, ello de conformidad con el numeral 39 de la Constitución Política, que a su vez recoge el principio de tipicidad, expresado a través del aforismo latino "nullum crimen, nulla poena sine lege previa"; establece que nadie puede ser sancionado por una acción u omisión que no constituya infracción administrativa según la legislación vigente, lo cual significa a contrario sensu que no toda actuación contraria al ordenamiento jurídico puede ser sancionada, sino sólo aquella tipificada por una ley formal como infracción, exigiéndose correlativamente claridad y determinación en la descripción del tipo, además de proporcionalidad entre éste y la sanción que pudiera corresponderle, en sentido estricto la tipicidad versa sobre la descripción legal de una conducta a la que se asociará una sanción administrativa. 
Como se puede apreciar, los principios expuestos se encuentran íntimamente relacionados, asegurando que las infracciones administrativas y sus respectivas sanciones se encuentren previstas en una ley formal, garantizando el respeto a la seguridad jurídica de los administrados, y que conozcan con certeza el ámbito de lo lícito y lo ilícito, y a su vez se elimine cualquier atisbo de arbitrariedad del órgano sancionador competente, quién sólo podrá castigar las infracciones y por ende imponer las sanciones que estén previamente establecidas en la ley, en contra de conductas que resulten jurídicamente relevantes. Al respecto, tal y como se apuntó respecto a los principios que informan el Derecho Administrativo Sancionador, resulta al mismo tiempo aplicable, con los matices ya señalados, la Teoría del Delito establecida para el estudio de los ilícitos penales; según la cual, toda infracción administrativa se ofrece como una acción típica, antijurídica y culpable. 

Al concebir la infracción administrativa como una acción típica, antijurídica y culpable, se trata de descomponer una conducta para efectos de análisis, con el fin de establecer si efectivamente nos encontramos frente a un ilícito administrativo o ante un hecho que no ha sido valorado negativamente por el Ordenamiento Jurídico al grado de llegar a ser considerado con infracción al mismo. De esta forma, la tipicidad viene a establecer la desaprobación de la acción llevada a cabo, la antijuricidad estará referida a la calificación negativa del resultado de dicha acción, mientras que la culpabilidad señalará al responsable de la acción que se examina. Así, la afectación al bien jurídico, elemento delimitador de la potestad sancionatoria administrativa, se puede visualizar desde dos ángulos: en la tipicidad respecto al acto mismo, como acción contraria al bien jurídico y en la antijuricidad, como lesión o daño al bien jurídico, ello en términos de resultado. 

De seguido, este Colegiado procede a realizar el análisis sobre el tipo infraccional aplicado por la Aduana de Limón al caso concreto, correspondiente al artículo 236 inciso 10 de la LGA, en aras de evidenciar la irregularidad encontrada en autos respecto a la aplicación de los principios y reglas descritas supra, generando un vicio de tipicidad.  
Así tenemos como norma:

"Artículo 236.- Será sancionada con multa de quinientos pesos centroamericanos o su equivalente en moneda nacional, la persona física o jurídica, auxiliar o no de la función pública aduanera, que:

...

" 10.-No transmita, antes del arribo de la unidad de transporte, electrónicamente ni por otros medios autorizados, los datos relativos a las mercancías, los vehículos y las unidades de transporte, si se trata de un transportista aduanero, o los transmita incompletos o con errores; lo anterior con las salvedades que se establezcan reglamentariamente.” (El resaltado no es del texto)
Sujeto al que se dirige: En el caso de la norma transcrita, encontramos que la misma se dirige a una persona física o jurídica, auxiliar o no de la función pública aduanera. Es decir la norma es clara en cuanto a los sujetos que pueden ser autores o cometer la acción en ella descrita; en el caso concreto el recurrente XXXX es un auxiliar de la función pública aduanera, quien actúa como transportista marítimo, y que según la normativa vigente, debe transmitir antes de la llegada del barco a puerto aduanero la información del manifiesto de carga y de los correspondientes conocimientos de embarque respecto de los vehículos, unidades de transporte y mercancías que transporta, con base en la disposición establecida en el numeral 42 de la LGA, que en su numeral g), señala la obligación de: 

“Transmitir, por vía electrónica o por otro medio autorizado, antes del arribo de la unidad de transporte, los datos relativos a las mercancías transportadas. Esta información podrá sustituir el manifiesto de carga, para la recepción de las mercancías en las condiciones y los plazos que se establezcan por medio de reglamento.”  

Esta obligación constituye el fundamento sobre el cual el legislador desarrolla la sanción prevista en el numeral 236 inciso 10); siendo tal acción de relevancia para el inicio del flujo del control de la mercancía.

Conducta que se sanciona: La norma sanciona el no transmitir la información en las condiciones que se establecen o que la transmisión se haga incompleta o bien que se efectúe con errores; agregando el tipo infraccional la posibilidad de que reglamentariamente se establezcan excepciones a los requerimientos de información indicados por la norma, sea que se excluyan de la aplicación del tipo determinadas conductas, siendo este el único aspecto que el legislador concibió para que pudiera ser dispuesto por vía de reglamento. 
Para el caso concreto, tenemos que la Aduana de Limón aplica el último supuesto establecido por la norma, al iniciar un procedimiento sancionatorio en contra del Transportista Aduanero XXXX, y finalmente imponer la sanción señalada por el tipo de marras, bajo el argumento de que se realizó de forma errónea e incompleta la transmisión de las unidades de transporte del manifiesto XXXX, del Vapor XXXX, de fecha XXXX, ya que el auxiliar transmitió la numeración de las unidades de transporte sin que se separara mediante un guión el prefijo alfabético de cuatro letras, así como la parte numérica de seis dígitos y el dígito verificador, tal y como lo prescribe la denominada “Circular número DGT-153-2007” de fecha 06 de noviembre de 2007, en relación con el Manual de Procedimiento del TIC@, Resolución número 203-2005 del 22 de junio de 2005.
En aras de comprender la omisión que la Administración Activa atribuye al recurrente, y a efectos de dilucidar la inexistencia de una conducta típica por parte del mismo que merezca ser sancionada, ha de tenerse presente que los contenedores son identificados a nivel mundial mediante una combinación alfanumérica de once dígitos, siendo que las primeras tres letras identifican al propietario del contenedor y son directamente asignados a las empresas por parte de la Oficina Internacional de Contenedores de Transporte Intermodal, conocida por sus siglas en inglés BIC. La cuarta letra toma los siguientes valores:

· U para identificar a los contenedores propiamente dichos. 

· J para el equipo auxiliar adosable. 

· Z para chasis o tráiler de transporte vial. 

Luego continúan los seis dígitos numéricos y por último el dígito verificador, cuya función radica en asegurar la correcta relación de los anteriores 10 caracteres, el cual se calcula a través de un algoritmo previamente establecido; para los efectos del caso, debe tenerse presente que esta información alfanumérica fue efectivamente transmitida por el Transportista Aduanero y por ende la omisión que se le imputa es únicamente el no separar  por medio de guiones dicha codificación. (ver folios 73 a 76)
Es precisamente esta combinación alfanumérica la que regula la denominada “Circular” de cita, indicando que la misma habrá de transmitirse separada mediante guiones, de lo cual es consciente este Tribunal que se dispone por parte de la Dirección General de Aduanas en aras de llevar a cabo una identidad en las transmisiones de los transportistas; pero que resulta ser un aspecto que no forma parte de los supuestos de hecho establecidos por el tipo infraccional aplicado, siendo por lo tanto que la omisión que se imputa a XXXX no encuadra en ninguno de los elementos objetivos del tipo infraccional contenido en el numeral 236 inciso 10) de la LGA, generándose en la especie un problema de tipicidad.

Tal y como se indicó al inicio de este apartado, uno de los principios que rige la potestad sancionadora administrativa, viene dado por la necesidad de que el hecho imputado, para que pueda ser objeto de sanción, debe estar previsto y descrito en la ley; así el tipo legal es la abstracción concreta que ha trazado el legislador para la definición del hecho que se cataloga como infracción, configurándose los tipos legales como descripciones de determinadas conductas, de hacer u omitir, que constituyen objetivamente una infracción. Así, los tipos legales se encuentran constituidos: a) por un presupuesto, sea la descripción de una conducta específica, y b) por una consecuencia, entendiéndose esta como la sanción a imponer.

Para el caso concreto, tenemos que respecto a tal conformación, el presupuesto de hecho del tipo previsto por el artículo 236 inciso 10) de la LGA se encuentra plenamente determinado, constituyéndose como tal: el no transmitir o transmitir de forma incompleta o con errores los datos relacionados con las mercancías, los vehículos y las unidades de transporte, existiendo una plenitud en la descripción de la conducta que se pretende sancionar. Nos encontramos frente a un “tipo cerrado”, donde la conducta típica se encuentra totalmente individualizada, sin que se sea permitida su integración por medio de otros aspectos fácticos; pero la Aduana de Limón en franco atropello de la configuración propia del tipo aplicado y por ende del principio de tipicidad, pretende ampliar tal presupuesto a la omisión en la utilización de “guiones”, conducta que no se encuentran expresamente prevista por el tipo infraccional, lo que ocasiona que la misma sea evidentemente átipica. 
En este punto es necesario destacar, haciendo referencia a uno de los alegatos de descargo, el hecho de que la Aduana de Limón no concreta una relación entre la omisión de que adolece la información transmitida por XXXX respecto del tipo infraccional, siendo que para efectos de motivación se limita a transcribir una serie de normas, que si bien regulan obligaciones de los transportistas aduaneros: artículos 30 incisos d), g) y h), 42 inciso g), 103 y 106 de la LGA, 219 y 220 del Reglamento a la Ley General de Aduanas), Circular DGT-153-2007 y los apartados correspondientes del Manual de Procedimientos TIC@, omite por completo un análisis del tipo que permita señalar de forma clara cuál es la falta cometida contra el Ordenamiento Jurídico, específicamente contra el control aduanero; aspecto que respalda la nulidad decretada por este Colegiado, sea que la conducta que se pretende sancionar no se adecua al tipo infraccional bajo análisis, ya que resulta inverosímil en ausencia de tipicidad, motivar el por qué de la imposición de una sanción, tal y como sucede en autos, donde la Administración Activa sanciona una conducta que no encuadra dentro del tipo infraccional sin lograr realizar la conexión entre la conducta imputada, el tipo aplicado y la consecuente violación al ordenamiento.

De esta forma, si bien la omisión del Transportista Aduanero de transmitir separada mediante “guiones” la información concerniente a la identificación alfanumérica de los contenedores que transportaba, se encuentra en desacato de una disposición emitida por la Administración Aduanera, en específico de los lineamientos dispuestos mediante la denominada “Circular” DGT-153-2007 de fecha 06 de noviembre de 2007 (que resulta oponible a los transportistas aduaneros tal y como se indicó líneas atrás) y que viene a señalar los formatos requeridos según el Manual de Procedimientos de TIC@, Resolución 203-2005 del 22 de junio de 2005, el prescindir de los “guiones” no figura como uno los supuestos de hecho del tipo dispuesto por el artículo 236 inciso 10 de la LGA, cuyos elementos objetivos están conformados únicamente por la omisión de la transmisión electrónica o por otros medios autorizados, o bien la transmisión incompleta o con errores, de los datos concernientes a las mercancías, los vehículos y las unidades de transporte, únicamente, siendo evidente que la Aduana de Limón va más allá de lo que permite el tipo, calificando como infracción una conducta no prevista como tal. 
Al respecto, debe quedar claro que aún y cuando la Administración Activa posee la facultad de regular la forma en que los auxiliares de la función pública deben prestar sus servicios, no toda falta a tales regulaciones puede ser considerada como una conducta típica, sea como constitutiva de una infracción y por ende merecedora de una sanción, sino solamente aquellas conductas que así han sido establecidas y valoradas por la ley. La tipicidad tiene una función primordial, ya que le compete establecer el perfil descriptivo de la infracción, y esta descripción solamente puede efectuarla el legislador al momento de elaborar el tipo respectivo, sin que pueda concebirse que los aplicadores de las normas puedan asumir tal función y pretender con ello subsumir en un tipo legal conductas que no fueron previamente consideradas por la ley; tal situación ha sido condenada por la propia Sala Constitucional que dispone, para evitar tal arrogación de facultades, la necesidad de acatamiento irrestricto a los tipos legales así como la debida claridad de los mismos:
VI.- Potestad sancionatoria de la administración y proyección del principio de legalidad. El principio de legalidad en materia penal (artículo 39 de la Constitución), se traduce en la reserva absoluta de ley, de manera que la predeterminación de las conductas ilícitas y de las sanciones aplicables debe emanar de normas con rango de ley, la cual debe ser anterior a la comisión del hecho delictuoso, satisfacer plenamente el principio de tipicidad, que excluye la aplicación de la analogía desfavorable al acusado, así como la interdicción de la costumbre como fuente de derecho sancionador. (…). VII.- El principio de tipicidad en materia administrativa. (...)este principio, consistente en la descripción normativa concreta y precisa de la conducta sancionable, es también de necesaria aplicación a las infracciones administrativas (…) por lo que, son inadmisibles las cláusulas generales o indeterminadas de infracción que habilitan a la Administración para actuar con excesivo arbitrio. Esta exigencia de predeterminación normativa de las conductas y de las sanciones correspondientes, debe proyectarse sobre la tipificación de las conductas como tales, y también respecto de su graduación y escala de sanciones, de modo que el conjunto de normas aplicables permita predecir, con suficiente certeza, el tipo y el grado de sanción susceptible de ser impuesta al administrado.” (El resaltado no es del original)
.
En relación a lo indicado, es evidente que para el caso concreto la Administración Activa ha actuado con excesivo arbitrio, atribuyéndose una interpretación extensiva del tipo legal contenido por el numeral 236 inciso 10) de la LGA. Existe en autos un vicio de tipicidad, en razón del cual la conducta imputada formalmente al recurrente desde el acto inicial, no se encuentra configurada dentro del Ordenamiento Jurídico como una infracción administrativa que merezca ser sancionada, asumiendo la Aduana una posición que contraviene los principios que regulan el Derecho Administrativo Sancionador y que fueron desarrollados previamente, llevando la potestad sancionatoria administrativa a un punto donde no le corresponde ser ejercida, a un supuesto fáctico no contemplado por la ley como merecedor de una sanción, violentando los fines perseguidos por el Sistema Sancionatorio Administrativo. 
Con su actuar la Aduana utiliza el tipo infraccional de marras para castigar una conducta que considera violatoria del control aduanero, sin ni siquiera señalar la forma en que se quebrantó dicho control, tal y como lo señala el afectado.  Existe en la especie una desproporcionalidad entre el medio utilizado por la Administración y el fin perseguido por la misma, que riñe con la naturaleza propia de la facultad sancionatoria administrativa: la Aduana de Limón busca resguardar el control aduanero a expensas del respeto de los principios constitucionales aplicados al Derecho Sancionador; siendo que si bien dicho control forma parte de los bienes jurídicos protegidos por el Sistema Aduanero, la imposición de sanciones debe encontrarse en armonía con el resto del Ordenamiento Jurídico tal y como en un apartado anterior se desarrolló, por lo tanto, la imposición de sanciones deberá ejercitarse únicamente ante conductas que han sido previamente establecidas por ley, lo cual evidentemente no es el caso del presente asunto.
En razón de lo expuesto y existiendo en autos un vicio de tipicidad, mediante el cual se pretende sancionar una conducta que deviene en atípica, este Tribunal estima que debe anularse todo lo actuado desde el acto inicial. En razón de lo resuelto, deviene en innecesaria la referencia a los restantes alegatos del recurrente.
POR TANTO

Con fundamento en el artículo 104 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano, artículos 198, 204 y 205 de la Ley General de Aduanas, este Tribunal resuelve: Por mayoría se anula todo lo actuado a partir del acto inicial inclusive.  Remítase el expediente a la oficina de origen. Voto salvado del Lic. Reyes Vargas, Céspedes Zamora y Barrantes Coto quienes declaran inadmisible el recurso.

Notifíquese XXX.

Loretta Rodríguez Muñoz
Presidente
Shirley Contreras Briceño
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Alejandra Céspedes Zamora



Dick Rafael Reyes Vargas

Voto salvado del licenciado Reyes Vargas. No comparte el suscrito lo resuelto y por ello salvo mi voto el que sustento en las siguientes consideraciones:

Es claro en la legislación que, el Tribunal Aduanero Nacional resulta jerarca impropio respecto del Servicio Nacional de Aduanas única y exclusivamente en materia técnica aduanera, estándole excluida la materia administrativa, estatutaria, y de responsabilidad.

Ahora bien, no comparte el suscrito que todo acto que en materia técnica aduanera dicte el Servicio Nacional de Aduanas tenga alzada ante el Tribunal Aduanero Nacional. En efecto en conformidad con el artículo 102 del CAUCA III (principio de taxatividad recursiva) tales actos únicamente tienen los recursos que señale la legislación nacional y la nuestra congruente con ello no estatuye en los artículos 230 a 234 recurso alguno para ante el Tribunal Aduanero. 

Por lo anterior y dado que en materia de infracciones se ha otorgado competencia al Servicio de Aduanas para sancionar las administrativas y tributarias pero sujetándole a dos procedimientos distintos según la naturaleza de la sanción. Así, dispone el artículo 234 un procedimiento sumario,  para aquellas cuya sanción sea multa; y el ordinario para los hechos sancionables con suspensión.

Resulta que es en el procedimiento ordinario en donde se prevé la alzada para ante el Tribunal Aduanero (art. 204) mas no sucede igual en tratándose del procedimiento sumario regulado en el artículo 234. Más aún, el artículo 192 párrafo primero expresamente dispone la inaplicabilidad de la fase recursiva del procedimiento ordinario a  otros de distinta naturaleza.

Ahora bien, dado que el presente procedimiento lo es uno sumario y que en razón de los artículos 88, 92 y 93 citados hemos de estarnos al principio de taxatividad recursiva y puesto que el numeral 234 no prevé recurso alguno, debe el presente ser declarado inadmisible. Debe la parte ante la inconformidad de lo resuelto acudir en la misma vía administrativa al procedimiento ordinario con el fin de que en un proceso de pleno o de conocimiento se revise lo actuado, en su defecto entender que al no existir ulterior recurso esta expedita la vía para acudir al órgano jurisdiccional competente.

Dick Rafael Reyes Vargas

Voto salvado de las licenciadas Céspedes Zamora y Barrantes Coto. Discrepamos de la decisión de mayoría contenida en la sentencia 139-2010, en el que se declara la nulidad de todo lo actuado a partir del acto inicial del procedimiento sancionatorio, razón por la cual salvamos nuestro voto en los siguientes términos.

En el caso sometido a conocimiento de este Tribunal, estiman las suscritas que  se está en presencia de un acto firme, para el cual acaeció en sede administrativa la caducidad de la acción por expiración del plazo y consecuente decaimiento de su derecho, toda vez que los recursos interpuestos por el interesado son extemporáneos, ya que el acto final del procedimiento seguido, le fue notificado al transportista  el día 17 de mayo de 2010 y los recursos se presentaron el 9 de junio de 2010, fuera de los tres días, no observando la nulidad que declara la mayoría, en el presente asunto.  

En ese sentido el Colegiado se ha pronunciado desde su conformación sobre la presentación extemporánea de los recursos al indicar, entre otras, en las sentencias números 42-98, 67-98, 16-99, 35-99, 175-2006, 310-2007 y 222-2008, lo siguiente:

 “Se ha considerado de manera inequívoca por la doctrina que los plazos para la interposición de los recursos son de caducidad, lo que ha sido reconocido por la mayoría de legislaciones, siendo nuestro caso particular el artículo 198 de la Ley General de Aduanas antes citado y el artículo 345 de la Ley General de la Administración Pública que reza : “Los recursos ordinarios deberán interponerse dentro del  término de tres días tratándose del acto final y de veinticuatro horas en los demás casos, ambos plazos contados a partir de la última comunicación del acto.”..., para aquellos  casos en que no existe norma expresa…”

A su vez el artículo 292 inciso 3) de la Ley General de Administración Pública que es norma supletoria al no contener la Ley General de Aduanas, por su orden, ni el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, norma alguna que regule ese aspecto señala que: “La Administración rechazará de plano las peticiones que fueren extemporáneas...”.
En consecuencia se estima que lleva razón la Aduana de Limón en declarar extemporáneo el recurso. 

Alejandra Céspedes Zamora



Elizabeth Barrantes Coto
� Ver entre otras, las Sentencias de este Tribunal números: 35-2009, 77-2009,193-2009, 047-2010.


� Artículo 120 de la LGAP.


“1. Para los efectos de clasificación y valor, los actos de la Administración se clasifican en externos e internos, según que vayan destinados o no al administrado; y en concretos y generales, según que vayan destinados o no a un sujeto identificado. 


2. El acto concreto estará sometido en todo caso al general y el interno al externo, con la salvedad contemplada en los artículo 126 y 127.” 
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� Ver artículos 29 y 41 de la LGA, 82 y 126 del Reglamento a la Ley General de Aduanas.
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� ESCOLA, Héctor. Compendio de Derecho Administrativo. Tomo I. Buenos Aires, Argentina: Editorial Desalma. 1984, p. 207


� “…potestad de signo auténticamente represivo, que se ejercita a partir de una vulneración o perturbación de reglas preestablecidas" Cano Campos Tomás. Derecho Administrativo Sancionador, Revista Española de Derecho Constitucional, Madrid, Nº 43, enero-abril de 1995, p.339.


� Dictamen de la Procuraduría General de la República, número C-340-2002 del 16 de diciembre de 2002.


� Citados por Ramírez Torrado, María Lourdes. La Sanción Administrativa y su diferencia con otras medidas que imponen cargas a los administrados en el contexto Español. Revista de Derecho de la Universidad del Norte Nº 27, Barranquilla, Colombia, 2007, p. 274.


� Sentencia número 10797-2000 de las 14:30 horas del 6 de diciembre de 2000.
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� Sentencia número 8193-2000 de las 15:05 hrs del 13 de setiembre de 2000.
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